
 

 

EXPEDIENTE SAC: 6443919 - - SINDICATURA DE MATZKIN MARCIA ELEONOR- PEQUEÑO

CONCURSO PREVENTIVO- HOY QUIEBRA (EXPT. N° 6034139) C/ MATZKIN, MARCIA ELEONOR Y OTRO -

ORDINARIO - SIMULACION - FRAUDE - NULIDAD 

 

SENTENCIA NUMERO: 116. CORDOBA, 22/09/2020.  

 

Y VISTOS: Estos autos caratulados "SINDICATURA DE MATZKIN MARCIA LEONOR

– PEQUEÑO CONCURSO PREVENTIVO – HOY QUIEBRA (EXPTE. Nº 6034139”) –

ORDINARIO – SIMULACIÓN – FRAUDE – NULIDAD – Nº 6443919", en los que a fs.

1/8 y con fecha 04/07/2017 comparece Maximiliano Donghi en su carácter de síndico

designado en las actuaciones “MATZKIN, MARCIA LEONOR – PEQUEÑO CONCURSO

PREVENTIVO – HOY QUIEBRA – EXPTE. Nº 6034139” tramitados en este Tribunal, con

el patrocinio letrado del Dr. Juan Manuel Garay Guerra y de la Dra. María Gabriela Caminos

Garay, interpone demanda de simulación fraudulenta en virtud de lo normado por el art. 120,

párrafo 2º, LCQ, en contra de la Sra. Marcia Eleonor Matzkin, DNI 20.274.296, y el Sr.

Marcos Emilio Carlos Bonapace, DNI 35.109.390. La simulación que invoca con imposición

de costas a los demandados se refiere a la celebración de un contrato de donación

instrumentado mediante escritura pública nº 41 labrada con fecha 25/03/2013, por el Esc.

Eduardo José Zakauskas, Adsc. del Reg. nº 598 de esta ciudad, y que tiene como objeto del

contrato simulado el 50% de derechos sobre el inmueble ubicado en calle Martín García 442,

2º piso, dpto. “G”, ed. “Plaza Rafael Núñez”, bº San Martín, de esta ciudad, inscripto en el

Registro General de la Provincia en la matrícula nº 308389/41 Capital (11). Como
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consecuencia de la simulación invocada que califica como absoluta e ilícita, la sindicatura

solicita que el porcentaje aludido sobre el inmueble objeto de la donación simulada, sea

registrado bajo la titularidad de la demandada hoy fallida, Sra. Marcia Eleonor Matzkin. En la

demanda relata como hechos:(i) con fecha 06/08/2015 la Sra. Marcia Eleonor Matzkin

solicitó la apertura de concurso preventivo; (ii) entre las causales de su situación patrimonial

manifestó que a los fines de procurar una atención médica particular para su madre quien 

padecía una enfermedad de larga data fue accediendo a diferentes tarjetas de crédito y

celebrando diversos mutuos con entidades bancarias y financieras que terminó por convertirse

en un círculo vicioso consistente en contraer deudas para cancelar otras; y enfatizó haber

tenido que dejar de cumplir con sus obligaciones de pago para con sus acreedores, por cuanto

sólo contaba con un sueldo fijo como empleada en relación de dependencia para hacer frente

a los gastos corrientes y la manutención de su familia, aclarando en tal sentido que tenía a

cargo viviendo bajo el mismo techo a su hijo estudiante, aquí también demandado, Sr. Marcos

Emilio Carlos Bonapace; (iii) con fecha 03/09/2015 se declaró la apertura del concurso

preventivo mediante Sentencia Nº 301; (iv) mediante Sentencia Nº 12 de fecha 18/02/2016 se

declaró, en relación a los créditos insinuados al pasivo concursal, admisible como

quirografario el crédito del Sr. Ricardo López, con causa en un contrato de fianza celebrado

con la concursada, en virtud de resultar ésta garante en el contrato de locación suscripto por el

pretensor (locador) y el Sr. Eduardo José Ledda (locatario); (v) ante el incumplimiento de este

último, se dio inicio a los autos caratulados "LÓPEZ, RICARDO C/ LEDDA, EDUARDO

JOSÉ Y OTRO - DESALOJO - FALTA DE PAGO" (Expte. Nº 2511567)radicados por ante el

Juzgado de 1ª Instancia y 24ª Nominación en lo Civil y Comercial de esta ciudad, dándose

lugar a la demanda e imponiéndose las costas a la demandada; (vi) si bien advierten

incumplimientos denunciados por la fallida que datan de períodos anteriores al año 2012

(señala el listado de juicios enumerados en su escrito inicial), los hechos reveladores del

estado de cesación de pagos de la Sra. Matzkin se vislumbran configurados efectivamente
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desde octubre de 2012, fecha en que dejó de abonar los cánones locativos que originaron el

inicio las actuaciones antedichas, desencadenándose desde entonces la sucesión de

incumplimientos con diversos acreedores; (vii) habiéndosele vencido el periodo de

exclusividad prorrogado sin que acompañara conformidad alguna, mediante Sentencia nº 46

de fecha 06/03/2017 se le declaró la quiebra indirecta; y (viii) mediante Sentencia nº 196 de

fecha 19/06/2017 y basada en el informe general (art. 39, LCQ) fijó como fecha real de inicio

del estado de cesación de pagos de la Sra. Matzkin el día 10/10/2012 (como nacimiento de la

insolvencia) y determinó la extensión del periodo de sospecha desde el día 06/08/2013 (límite

máximo de retroacción) hasta el día 06/08/2015 (fecha de presentación en concurso

preventivo). Para la sindicatura surge palmario que, encontrándose la Sra. Matzkin en

cesación de pagos con sus acreedores, a sabiendas de dicha circunstancia, procedió a

transferir a título gratuito a través de una donación simulada y fraudulenta instrumentada

mediante Escritura Nº 41 el 50% (cincuenta por ciento) del inmueble ubicado en calle Martín

García Nº 442, 2º Piso, Dpto. "G", Edificio "Plaza Rafael Núñez", Barrio San Martín, ciudad

de Córdoba, provincia de Córdoba, identificado catastral mente como C 3 S 18 MZ 34 P 44

PH 41, e inscripto en el Registro General de la Provincia bajo la Matrícula Nº 308389/41(11)

Capital, a su hijo Sr. Marcos Emilio Carlos BONAPACE, aquí demandado; y que dicha

transferencia se realizó al sólo fin de defraudar a los acreedores de la hoy fallida al convertirse

en insolvente. Agrega que en las acciones de simulación iniciadas por terceros a los

contratantes no cuentan con el contradocumento que pueden haber suscripto estos, y que la

ley, la doctrina y la jurisprudencia unánime entienden que los accionantes deben acudir a las

presunciones, que pasa a enumerar. (a) La existencia de una causa simulandi: tal condición se

encuentra acreditada en autos ya que la Sra. Matzkin al momento de celebración del contrato

de donación se encontraba en cesación de pagos con sus acreedores conforme lo manifiesta en

su petición de concurso preventivo, haciendo hincapié en el estado de los hechos reveladores

de dicha situación patrimonial, los que, probados en autos, dieron lugar a las Sentencias Nº
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301 de fecha 03/09/2015, Nº 46 de fecha 06/03/2017 y Nº 196 de fecha 19/06/2017. (b) El

vínculo de parentesco muy estrecho o la amistad íntima entre las partes labrada con fecha, que

surge de la escritura nº 41 y de la incautación, donde se constató, previa descripción e

inventario de bienes y documentos en el domicilio real de la fallida y pertenecientes a esta,

que pese a la donación, continúa viviendo allí junto a su hijo. (c) La imposibilidad económica

del comprador (en este caso "donatario") para adquirir los bienes que aparecen vendidos

(donados): en estos juicios tiene una gran importancia la averiguación de la fortuna del

adquirente, y más allá de que el Sr. Bonapace ya era mayor de edad al momento de la

donación, de las palabras explícitas utilizadas por su madre, la Sra. Matzkin, en su demanda

concursal, para ese entonces se encontraba a cargo de la manutención de su hijo estudiante, lo

que hace presuponer que no poseía una independencia económica propia, lo que resulta aún

más indiciario de la simulación invocada si a lo expuesto le sumamos el carácter de gratuidad

del contrato celebrado. (d) La falta de ejecución material del contrato (remite a lo manifestado

en el punto b); (e) La importancia y cuantía de los bienes que aparecen enajenados: es

sospechoso que el vendedor (donante) transfiera precisamente aquellos bienes que por

razones económicas, por ser su principal fuente de ingresos o por motivos sentimentales, son

los que más hubiera debido procurar que quedaran en su poder; es igualmente sospechoso que

el vendedor ("donante") transfiera todos sus bienes o un conjunto muy importe de ellos; así, le

resulta llamativo que la Sra. Matzkin, en vez de haberse desprendido en forma gratuita de su

único bien de valor, lo podría haber alquilado o bien transferido empero en forma onerosa a

fin de cancelar las deudas por ella generadas. (f) Las circunstancias y el momento en que se

realizó el acto: resulta claramente acreditado que la donación fue realizada en momentos en

que la donante ya se encontraba asediada por sus acreedores. g) El precio vil pagado por el

bien: destaca en el caso de marras que se trató de una donación, contrato cuyo carácter

esencial es la gratuidad, lo que lo torna aún más gravoso que si fuera un precio vil. Como

presupuestos legales del acto jurídico simulado detalla, previa referencia doctrinaria sobre la
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definición del vicio de simulación: (1) declaración de voluntad disconforme con la intención

(voluntad) efectiva del sujeto: existe una discordancia entre la real y efectiva voluntad de que

la Sra. Matzkin continúe siendo la condómina del inmueble objeto de la donación, junto con

su hermana, la Sra. Sandra Betina Matzkin, que surge del hecho de que la donante permanece

en dicho domicilio como propio; (2) concertación de común acuerdo entre las partes en

relación al acto simulado: existe acuerdo entre la Sra. Matzkin (donante) y el Sr. Bonapace

(donatario) que precede y sirve de causa a aquella contradicción, y cabe tener en cuenta que el

donatario es el propio hijo de la Sra. Matzkin; (3) propósito de engañar a terceros:

encontrándose la Sra. Matzkin (donante) a la fecha de la transferencia en claro estado de

cesación de pagos, con gran cantidad de deudas liquidas y exigibles, a través del acto

simulado produjo su insolvencia, quitando de tal modo toda garantía de pago a sus acreedores.

Conforme lo expuesto, afirma que en la escritura nº 41 no se instrumenta donación alguna,

puesto que al suponer la escritura pública un acto jurídico que requiere como requisito

indispensable la existencia de la voluntad de las partes acorde al objeto de dicho acto, la

donación resulta inexistente. Seguidamente, funda su derecho en los arts. 333, 386, 388, 2562

y 2563 consec. y conc. del Código Civil y Comercial de la Nación. En cuanto a la

temporalidad de la acción aclara que el plazo y forma de cómputo aplicable es el establecido

en los arts. 2562, inc. a y 2563, inc. c, a la vez que manifiesta haber tomado conocimiento del

acto simulado con fecha  27/05/2017 con la emisión online de la matrícula nº 308389/41 (11)

Capital expedida por el Registro General de la Provincia, luego de que los codemandados

manifestaran al momento del diligenciamiento de la incautación que dicho inmueble era de

propiedad del Sr. Bonapace y su tía, Sra. Sandra Betina Matzkin. Enumera la documentación

que dice acompañar. Solicita como medida cautelar la anotación de la litis en el Registro

General de la provincia. Hace mención de las previsiones establecidas en los arts. 176, 182, y

273, inc. 8º y solicita la exención de previo pago de tasas, aportes y cualquier otro gasto,

como la eximición de prestar contracautela para medidas cautelares. Corrido el traslado de
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ley, a fs. 61/62 la Sra. Matzkin contesta la demanda. Niega los hechos que se le atribuyen,

opone excepción de falta de acción y de prescripción de la acción con fundamento en el

transcurso de más de dos años contados desde la fecha de registración del acto jurídico

impugnado (indica el 10/02/2015), plantea en forma subsidiaria la inejecutabilidad del bien

objeto de la presente demanda con basamento en el art. 35 de la ley 22232 y hace reserva de

Caso Federal. A fs. 66 comparece el Sr. Marcos Emilio Carlos Bonapace, y evacua el

traslado ratificando todos los términos de la presentación efectuada por la codemandada, y

adhiriendo a todas las defensas interpuestas. Abierta la causa a prueba, la parte actora ofrece

y ratifica los medios que fueran expresados en la demanda. Precluida la etapa, el cuerpo se

incorpora a fs. 114/204 de las presentes actuaciones. Corridos los traslados para alegar por

su orden, a fs. 218/237 se incorporan los de la parte actora, haciendo lo propio con los de la

parte demandada a fs. 238/240. Dictado, firme y consentido el decreto de autos, queda la

causa en estado de ser resuelta. Y CONSIDERANDO: Primero: Objeto de la acción -

Pretensión: Se discute en esta causa la acción de simulación fraudulenta (de carácter absoluta

e ilícita) iniciada el 04/07/2017 (fs. 1/8) por el Cr. Maximiliano Donghi en su calidad de

Síndico designado en autos “MATZKIN, MARCIA LEONOR – PEQUEÑO CONCURSO

PREVENTIVO – HOY QUIEBRA – EXPTE. Nº 6034139” tramitados en este Tribunal, en

virtud de lo normado por el art. 120, párrafo 2º, LCQ, en contra de la Sra. Marcia Eleonor

Matzkin, DNI 20.274.296, y el Sr. Marcos Emilio Carlos Bonapace, DNI 35.109.390,

respecto de la celebración de un contrato de donación efectuado por la primera favor del

segundo de los mencionados, instrumentado mediante escritura pública nº 41 labrada con

fecha 25/03/2013, por el Esc. Eduardo José Zakauskas, Adsc. del Reg. nº 598 de esta ciudad,

que tiene como objeto el 50% de derechos y acciones sobre el inmueble ubicado en calle

Martín García 442, 2º piso, dpto. “G”, ed. “Plaza Rafael Núñez”, bº San Martín, de esta

ciudad, inscripto en el Registro General de la Provincia en la matrícula nº 308389/41 (11). La

Sindicatura solicita que el porcentaje aludido sobre el inmueble objeto de la donación, sea
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registrado bajo la titularidad de la demandada hoy fallida, Sra. Marcia Eleonor Matzkin.- 

Segundo: Trámite: Atento los términos de la demanda y de lo dispuesto por los arts. 119 y

120, LCQ, se aparta del conocimiento de la presente acción el Juzg. de 1º inst. Civ. y Com. de

31º Nom. de esta ciudad, disponiéndose su remisión a este Tribunal (vide decreto del

24/07/2017, f. 45) cuyo abocamiento resuelve el 27/07/2917 (f. 47). Impreso el trámite de

juicio ordinario (decreto del 03/08/2017, f. 49), a f. 54 comparece la Sra. Matzkin en su

calidad de demandada con el patrocinio letrado del Dr. Carlos Gastón Piazza. Habiéndosele

corrido traslado de la demanda (f. 59), a fs. 61/62 contesta, opone excepción de falta de

acción y de prescripción de la acción y formula reservas. A f. 60 comparece el Sr. Bonapace

con el patrocinio letrado del Dr. Matías Augusto Ruggieri, y ratifica todos los términos de la

presentación efectuada por la codemandada y adhiere a todas las defensas interpuestas por

ella.- Tercero: Tratamiento de la excepción de falta de acción: Por los efectos que el

planteo de tal excepción conlleva para la dilucidación del caso, corresponde pronunciarse

preliminarmente sobre la defensa de falta de acción opuesta por la Sra. Matzkin (a la que

adhiere in totum el restante codemandado) al evacuar el traslado de la demanda. Merituados

los fundamentos de la excepción y su defensa sobre la falta de legitimación activa de la

sindicatura, corresponde anticipar la desestimación del planteo. En primer lugar porque la

defensa de falta de acción solo esbozada de modo genérico por los demandados en el escrito

de contestación carece de idoneidad técnica para ser computada como excepción hábil, desde

que adolece de la fundamentación mínima requerible para ser tratada como tal. Los

demandados imputan la falta de legitimación ad causam de la Sindicatura con el solo sustento

de afirmar la validez del acto jurídico cuestionado en la demanda. A todo evento y

profundizando el análisis de esta defensa, cabe advertir que la legitimación sustancial aparece

como una cuestión a dilucidar de modo necesariamente preliminar que el órgano judicial está

habilitado para examinar ex officio, aunque ninguna defensa haya sido articulada para

controvertirla, pues al comportar su ausencia un impedimento sustancial que impide encarar

Expediente SAC 6443919  -  Pág. 7 / 25  -  Nº Res. 116



el análisis del tópico debatido, constituye un deber del magistrado verificar si, de acuerdo con

las normas vigentes, quienes accionan se encuentran habilitados para formular la pretensión

de que se trata. En este sentido se ha expedido la doctrina judicial del Tribunal de Casación

local (cfr.: TSJ –Sala Civ. y Com.- Córdoba, Sent. n°7, del 27/2/2013, in re: “Bringas Walter

R. y Otro c/ Roccia Miguel A. –Acción de Responsabilidad"). Esto, porque la legitimatio ad

causam representa la cualidad emanada de la ley que faculta a requerir una sentencia

favorable respecto del objeto litigioso, y que en la mayoría de los casos coincide con la

titularidad de la relación jurídica sustancial (cfr.: De Santo Víctor: Las excepciones

procesales, Edit. Universidad, Bs. As., año 2008, págs. 145 y ss.; en la doctrina local: Ferreyra

de De la Rúa Angelina – González de la Vega de Opl Cristina: Derecho procesal civil, Edit.

Advocatus, Cba., año 1999, pág. 125). Contrariamente a ello, la falta de tal legitimación

consiste en la ausencia de esa cualidad, o sea, cuando no media coincidencia entre las

personas que efectivamente actúan en el proceso y aquéllas a las cuáles la ley sustancial

habilita especialmente para pretender o para contradecir respecto de la materia sobre la cual

versa el proceso (cfr.: Carli Carlo: La Demanda Civil, Edit. Aretua, Bs. As., año 1994, pág.

226; en análogo sentido: Cám. 7ª Civ. y Com. Córdoba, Auto 55, 9/3/2006, in re: “Zeverín

Escribano Alejandro c/ Municipalidad de Alta Gracia –Amparo-”). Por consiguiente,

perfectamente se puede tener legitimación sustancial para accionar, aunque a la postre, tras el

examen del fondo del tópico debatido, se arribe a una solución adversa a lo pretendido,

precisamente, al no haberse podido concretar, sostener o demostrar el derecho que en potencia

lo legitimaba para accionar. Esto, porque a decir de la buena doctrina: “… no basta que se

considere existente el derecho, sino que es necesario que este corresponda a aquel que lo hace

valer…” (cfr.: Chiovenda Giuseppe: Instituciones de Derecho Procesal Civil, Vol. I- Edit.

Castellano, Madrid, año 1936, págs. 196 y 201). Ahora bien, en el presente proceso se

demanda la simulación de una donación, lo que primeramente exigirá definir si efectivamente

se presentan los presupuestos de procedencia de la acción entablada por la Sindicatura actora.
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De esta manera ha quedado conformado el estamento subjetivo de la relación jurídica

procesal. Esto, con independencia de la defensa de falta de acción que ha sido deducida, pues

de la manera en que se plantea el debate, parece haberse confundido la falta de derecho del

demandante con la falta de acción, consagrándose una contradictio in terminis, porque la falta

de derecho se refiere a la existencia misma de la preceptiva que protege una determinada

situación jurídica (léase: la fundabilidad o no de una pretensión) y que constituye una aspecto

medular de la cuestión de fondo; mientras que la legitimatio ad causam, alude a la pertenencia

o titularidad potencial del derecho que tiene un determinado sujeto procesal para ejercitar el

reclamo (cfr.: Carli Carlo: La demanda…- ob., cit., pág. 228; en sentido análogo: De Los

Santos Mabel A.: Falta de acción, Trab. pub. en: Peyrano Jorge W.: Excepciones Procesales,

Edit. Panamericano, Sta. Fe., año 1994, págs. 65 y ss.). La falta de derecho constituye una

situación más profunda que la falta de legitimación, aunque esta última esté implicada

indudablemente en aquélla, porque nadie puede invocar legitimación para obrar con relación a

un derecho que no le asiste o existe (cfr.: Loutayf Ranea Roberto G.: Legitimación para obrar

y falta de legitimación para obrar (sine actione agit), Trab. pub. en: Ferreyra de De La Rúa

Angelina: Excepciones Procesales, Sustanciales y otras defensas, Edit. Advocatus, Cba., año

2009, págs. 356/357). En este caso, la falta de derecho y, por ende la legitimación,

comprenden aspectos que hacen al fondo del tópico debatido, lo que exige entrar en el

juzgamiento de la fundabilidad de la pretensión, lo que será abordado al tratar la vinculación

causal de los litigantes. A mayor abundamiento y desde el punto de vista de la legitimación de

la que goza la Sindicatura para accionar, resulta de utilidad consignar que tal atribución le

viene concedida, de modo genérico, por el art. 142, LCQ, al disponer la legitimación de los

síndicos para el ejercicio de los derechos emergentes de las relaciones jurídicas patrimoniales

preexistentes o establecidas por el deudor antes de su quiebra; y, de modo específico, por el

art. 120, LCQ, en expresa referencia a la revocatoria ordinaria o de derecho común,

incluyéndose naturalmente la legitimación para interponer la acción de simulación, aspecto
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sobre el cual no existe discusión alguna en la doctrina y jurisprudencia nacional. Todo lo cual

acontece en la especie en virtud de: (i) la fecha de celebración del acto cuestionado (la

donación de los derechos data del 25/03/2013 y la presentación concursal del 06/08/2015; es

preexistente); y (ii) de la naturaleza de la acción entablada, desde que la demanda de

simulación fraudulenta es una acción de típico contenido de recomposición patrimonial,

inherente a la quiebra). Cuarto: En relación al planteo de prescripción de la acción, articulada

por ambos codemandados, examinados los argumentos vertidos por una y otra parte,

corresponde anticipar la desestimación de tal excepción por las razones que se exponen a

continuación. En primer lugar, cabe efectuar la delimitación del derecho aplicable a la acción

de que se trata (acción de simulación y defensa de prescripción opuesta al progreso de la

misma), esto es, si ambas figuras serán analizadas y se regirán por las normas del Código

Civil (en adelante CC) o si, por el contrario, se encuentran sometidas a las reglas del Código

Civil y Comercial de la Nación vigente (en adelante CCCN). A estos fines, el art. 7º CCCN

establece el criterio legal de aplicación para el caso: la irretroactividad de la ley, como regla,

para las relaciones y situaciones jurídicas normadas por el CCCN. Partiendo de tal premisa y

considerando que el acto que la sindicatura cuestiona en esta oportunidad (donación

simulada y fraudulenta) data del 25/03/2013 según Escritura Pública nº 41 glosada a fs.

42/43 y surte efectos desde entonces, resultan de aplicación las disposiciones del CC (arts.

955 y ss y 4030 y cdes.). Fijado el derecho aplicable a la acción en debate, retomamos los

argumentos de la decisión que antecede a partir del relato de los hechos esgrimidos por las

partes sobre el particular. La Sra. Matzkin manifiesta, al evacuar el traslado (fs. 61/62), que:

(i) el acto jurídico impugnado resulta oponible a los terceros desde el día 10/02/2015, fecha en

que el Registro General de la Provincia tomó razón de la transferencia de titularidad, y que

debe tenerse como comienzo del plazo de prescripción; (ii) que habiendo sido interpuesta la

demanda de autos el 04/07/2017, habían transcurrido más de dos años desde la fecha de

registración del acto jurídico impugnado; y (iii) a la fecha de interposición de la demanda se
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encontraba prescripta la acción incoada. Esa parte interpreta entonces que el plazo de

prescripción de la acción es de dos años y que el acto de registración de la donación

cuestionada en el Registro General de la Provincia configura el inicio de su cómputo. La

Sindicatura actora, en cambio, alega (fs. 218/237) que no se encuentra prescripta la acción de

simulación tanto a la luz del CC como del CCCN, con fundamento en reconocida doctrina y

jurisprudencia. Para el funcionario sindical, de aplicarse el CC, la acción no prescribió y el

plazo es de dos años de acuerdo al art. 4030, 2º párrafo, siendo extensible a las acciones

iniciadas por terceros dentro de los cuales se incluye; solución que –agrega- es la propiciada

por el CCCN al establecer la prescripción de dos años para el pedido de declaración de

nulidad ilícita (según art. 2562, inc. a), que en la acción de simulación ejercida por tercero el

plazo comienza a correr desde que este conoció o pudo conocer el vicio del acto jurídico

(según art. 2563, inc. a). Sobre la cognoscibilidad del acto de donación como punto de partida

para el cálculo del plazo legal de prescripción, apunta: de un lado, a la fecha 27/05/2017

correspondiente a la emisión online de la matrícula del inmueble -cuyos derechos y acciones

en un 50% fueron donados- por parte del Registro General de la Provincia, peticionada y

tramitada por la Sindicatura luego que los codemandados manifestaran -en el

diligenciamiento de la incautación de bienes en el domicilio real de la fallida- que el inmueble

era propiedad del Sr. Bonapace y de su tía (hermana de la aquí demandada); y, de otro lado, a

la prueba documental por el ofrecida, esto es, al acta de aceptación de cargo como Síndico en

la quiebra de la Sra. Matzkin con fecha de suscripción el 09/09/2015. Identifica a este último

como el acto procesal que adquiere especial gravitación en el caso y a partir del cual adquirió

legitimación para accionar por simulación y que determina el transcurso de un plazo menor de

dos años hasta la promoción de la demanda. Este Tribunal estima la corrección del

encuadramiento legal que formula la Sindicatura en su demanda en lo que se refiere a: (i) el

plazo de prescripción aplicable; (ii) el inicio de su cómputo; y (iii) el acto procesal a partir del

cual toma conocimiento del acto cuestionado. Desde la perspectiva anunciada, la acción de
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simulación no se encontraba prescripta al momento de ser entablada la demanda por la

Sindicatura actora con fecha 4-7-2017. Adviértase al efecto que la prescripción de la acción

de simulación, cuando es un tercero quien demanda, como resulta del caso, comienza a correr

desde que el Síndico tuvo conocimiento de ella y no desde la fecha de inscripción en el

Registro de la Propiedad, pues el conocimiento debe ser efectivo, plano y cabal, por tal

motivo la inscripción del acto en el citado Registro no configura conocimiento del interesado

en el sentido del art. 4030 CC ni puede tomarse como punto de partida para hacer correr el

plazo de prescripción de la acción de simulación en debate. La acción de simulación por actos

del fallido no ha sido prevista expresamente en la Ley 24522, más ello no resulta óbice para el

uso de la figura tal como la concibe el ordenamiento civil. De modo que el examen de la

admisibilidad de la acción incoada en autos requiere un doble esfuerzo interpretativo: de un

lado, de subsunción del caso conocido y de la demanda entablada en el marco de una quiebra

a disposiciones de derecho civil (que resulta de aplicación supletoria); y, de otro lado, de uso

de normas que, como se dijo, corresponden a un derecho anterior no vigente (CC). Cabe

enfatizar en este punto que el viejo sistema resulta asimilable al recogido por la unificación

(CCCN) toda vez que: (i) no ha sufrido cambios sustanciales en la materia; y (ii) ha ratificado

expresamente (a) el plazo de prescripción de dos años para deducir este tipo de acciones (art.

2562 inc. a, CCCN), (b) la legitimación de los terceros para deducirlas (art. 336, CCCN) y (c)

el inicio del cómputo del plazo desde que el tercero “conoció o pudo conocer el vicio del acto

jurídico” (art. 2563, inc. c, CCCN), poniendo fin a debates doctrinarios y controversias

judiciales que la Sindicatura ha citado convenientemente en oportunidad de exhibir su

alegato. Se trata de dos sistemas que en materia de simulación son armónicos, y los

lineamientos del CCCN, perfectamente aplicables a relaciones y situaciones jurídicas

anteriores a su vigencia. En consecuencia, habiendo establecido el art. 4030 C.C. un plazo de

dos años para el ejercicio de la acción de simulación, desde que el tercero, en este caso el

Síndico, conoció o, en criterio de este juzgador, pudo razonablemente conocer el acto en
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razón de la calidad que inviste; obrando acreditada la publicidad digital directa de la matrícula

308389/41 con fecha 27-5-2017 expedida por el Registro de la Propiedad a solicitud de la

Sindicatura (fs.40/41), acto que el suscripto estima inicial a los fines del cómputo del término

de la prescripción bienal, porque es el momento preciso en el que el Funcionario tuvo efectivo

conocimiento de la donación de que se trata, habiéndose interpuesto la acción que aquí se

discute con fecha 4-7-2017, es decir antes de que expirara el término de dos años previsto por

el art. 4030 C.C., cabe concluir en la tempestividad de la acción interpuesta por el Sr. Síndico,

consecuentemente se estima razonable desestimar la defensa de prescripción esgrimida por

los demandados. Quinto: Legitimación pasiva: Comparte el suscripto que el recaudo

procesal “legitimación pasiva” “le corresponde al fallido y a los terceros que participaron del

acto simulado” (Graziabile Darío J., “Instituciones de Derecho Concursal”, CABA: LL, 2018,

t. V, p. 173). Siendo la otorgante del acto de donación de los derechos y acciones impugnado

la Sra. Marcia Eleonor Matzkin (hoy fallida), y su hijo, Sr. Marcos Emilio Carlos Bonapace,

el donatario, se estima correctamente entablada la demanda de simulación contra ambos

sujetos intervinientes en el acto aquí cuestionado, configurándose el litis consorcio pasivo

necesario típico de estas acciones en los que deben ser llevados a juicio todos los participantes

del acto simulado, extremos que se acreditan sin inconvenientes con la simple lectura de la

escritura pública nº 41 y de la publicidad de la matrícula nº 308389/41 Capital (11) (obrantes

a fs. 42/43 y 40/41 respectivamente). Sexto: Acción de simulación: La Sindicatura demanda

por simulación absoluta e ilícita. Tal clasificación corresponde a la terminología empleada

por el CC en sus arts. 955 (define la simulación), 956 (distingue entre simulación absoluta o

relativa) y 957 (define la simulación lícita) que, como se dijo, es ley aplicable para el caso de

marras. A la simulación se la puede definir como “(…) el acto o negocio jurídico que por

acuerdo de partes se celebra exteriorizando una declaración recepticia no verdadera, para

engañar a terceros, sea que carezca de todo contenido, o bien que esconda uno verdadero

diferente al declarado”. Y “son elementos para que se configure la simulación: a)
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Declaración no conforme con la realidad:El acto ostensible debe haber sido celebrado por

las partes actuando a conciencia de su carácter aparente y debe ser querido por ellas; b)

Acuerdo simulatorio: Es menester que exista acuerdo entre las partes del acto, en el caso de

los negocios bilaterales, y, en los unilaterales, entre el declarante y destinatario del acto,

sobre la disconformidad entre lo querido y lo declarado, que toma el nombre de acuerdo

simulatorio, y que se caracteriza por el querer común de no atribuir al acto aparente efectos

vinculatorios; c) Ocultación del verdadero carácter del acto: constituye el artificio utilizado

por las partes para engañar a terceros, porque la simulación puede tener una finalidad

lícita” (la negrita me pertenece). En la simulación absoluta “(…) las partes no tienen la

intención de celebrar el negocio pero aparentan hacerlo; tras de la apariencia no hay

negocio. En la relativa hay un negocio aparente, que esconde otra realidad negocial

verdadera pero distinta. En cambio la simulación total es la que abarca todo el negocio

jurídico (…)”. “La subdivisión en simulación lícita e ilícita depende de los móviles que

tuvieron las partes (causa simulandi). El negocio simulado puede servir para fines honestos o

deshonestos. Simulación es lícita cuando no contraría el mandato legal ni se causa perjuicio

a nadie (…)”. En cambio “[S]i se ha propuesto eludir una prohibición legal o perjudicar a

terceros, la simulación asume el carácter de ilícito y está sujeta a las sanciones que el

ordenamiento jurídico fija para los actos ilícitos en general y a las que específicamente

señala el art. 958 del Cod. Civil” (“Código Civil Comentado y Anotado”, Santos Cifuentes

(dir.) y Fernando Alfredo Sagarna (coord.), 2ª ed., Bs. As.: LL, 2008, t. II, pags. 159/160 y

164/165). Establecidos los lineamientos conceptuales esenciales que identifican a la

simulación en el ordenamiento civil, lo que la Sindicatura pretende es probar la inexistencia

del acto ostensible de donación de derechos y acciones sobre un inmueble, celebrado previo

acuerdo simulatorio entre la Sra. Matzkin hoy fallida y su hijo, y con el propósito de engañar

a los terceros acreedores privándolos de la garantía patrimonial, todo lo cual encuadraría

legalmente en el supuesto de simulación absoluta e ilícita. Séptimo: Análisis de la prueba:
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La prueba por antonomasia del acto simulado es el llamado “contradocumento” firmado por

las partes. El art. 960 CC establece que “(…) los jueces pueden conocer sobre él y sobre la

simulación, si el contradocumento no contuviese algo contra la prohibición de las leyes, o

contra los derechos de un tercero” (primer párrafo). Y que “[S]ólo podrá prescindirse del

contradocumento para admitir la acción, si mediaran circunstancias que hagan inequívoca la

existencia de la simulación” (segundo párrafo). Cuando la acción es promovida por un tercero

(en el caso el Síndico), el ordenamiento lo releva de la carga de aportar el contradocumento

por cuanto no ha sido parte del negocio cuestionado. En su lugar, debe probar la concurrencia

de circunstancias que hagan inequívoca la existencia de la simulación, vía prueba indiciaria.

Pero tales presunciones deben ser lo suficientemente graves, precisas  y concordantes para

llevar al ánimo del juzgador la convicción de que se está ante un acuerdo simulatorio, con

propósito de engañar, de crear la falsa apariencia de que se ha transmitido un bien, que

permanece en el patrimonio del otorgante del acto cuestionado (cfr. Graziabile Darío J.,

“Instituciones de Derecho Concursal”, CABA: LL, 2018, t. V, p. 173). Sobre la carga de la

prueba en materia de simulación, resulta de utilidad destacar que la Cámara Segunda de

Apelaciones en lo Civil y Comercial de esta ciudad, estableció los siguientes parámetros a

tener en cuenta en este tipo de acciones: “(…) se gobierna por los principios generales de la

materia conforme a los cuales quien hace valer su derecho debe demostrar los hechos

constitutivos de su existencia. En efecto, en principio, pesa sobre el actor la carga de la

prueba de que se está ante un acto anormal ya que la regla es que la voluntad manifestada se

corresponda con la voluntad realmente querida por lo que la prueba de la anormalidad

incumbe a quien la alega. Es cierto que la correcta línea demarcada por la jurisprudencia

nacional establece que tratándose la simulación invocada por terceros de una materia

“difficilioris probationes” en donde la dificultad probatoria en la que se encuentran los

terceros deriva de que se trata de probar “hechos ocultos, psíquicos y generalmente ilícitos”

(cfr. Muñoz Sabaté L “La prueba de la simulación” Edit Hispano Europea Barcelona, 1972
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), resulta conveniente acudir a una redistribución del onus probandi teniendo en cuenta: a) el

deber de colaboración de ambas partes en el logro de la verdad y la justicia, b) la posición

en que las partes se encontraban en relación con las pruebas de modo que la distribución de

las consecuencias de la falta de prueba se funde en el criterio de mayor proximidad”, (cfr.

Cám. 2ª Civ. y Com. Cba., Sent. nº 43 del 03/05/2007, in re “Loforte, Roque – Quiebra

Pedida Simple – Acción Ordinaria – Acción Revocatoria Concursal y de Simulación iniciada

por la Sindicatura”). En esta lógica, la parte demandada debe dar su propia versión de los

hechos. No basta la negativa genérica sobre los hechos relatados por la parte actora, sino que

debe aportar las pruebas que estime convenientes para acreditar la realidad y sinceridad del

acto de donación de derechos llevado a cabo. Efectuadas estas precisiones, y valorando in

totum la prueba aportada en el expediente de acuerdo a los principios que informan las reglas

de la sana crítica racional, tengo en cuenta: (i) El estado de cesación de pagos de la Sra.

Matzkin al tiempo de suscripción del contrato de donación de derechos objeto de la

presente demanda de simulación. Corroborados con las constancias del expediente de la

quiebra los hechos invocados en la demanda acerca de (a) la sucesión de los actos realizados

por la Sra. Matzkin con anterioridad a la presentación concursal, y (b) su desenvolvimiento

durante todo el proceso (concurso devenido en quiebra por aplicación del art. 46, LCQ)

sustanciado ante en este Tribunal, se estima la pertinencia de la versión proporcionada por la

parte actora respecto de la fecha de inicio real de la impotencia patrimonial de la hoy fallida y

del posterior otorgamiento de la escritura pública de la donación de derechos cuestionada.

Sobre el particular se valora y sostiene que la Sra. Matzkin: (a) no formula observación

alguna al informe general (art. 39, LCQ) presentado en la etapa concursal del presente

proceso (fs. 113/115, autos de la hoy quiebra), ni tampoco luego de haber sido reformulado en

la etapa falencial (fs. 229/231, autos de la hoy quiebra) (oportunidades previstas por el art. 40

y 117, LCQ, respectivamente), por lo que deben considerarse consentidas las fechas allí

señaladas (10/10/2012 –fecha de inicio de cesación de pagos- y 06/08/2013 –fecha de inicio
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del periodo de sospecha en los términos del art. 116, LCQ-); y (b) desiste de la apelación de la

Sentencia nº 196 del 19/06/2017 (f. 329, autos de la hoy quiebra) dictada en los términos del

art. 117, LCQ, que resolvió “fijar el 10 de octubre de 2012 como fecha efectiva de inicio del

estado de cesación de pagos de la Sra. Marcia Eleonor Matzkin, y determinar la extensión del

periodo de sospecha desde el día 06/08/2013, hasta el día 06/08/2015, fecha de presentación

en concurso”. Encontrándose esta resolución firme a la fecha, lo allí declarado surte efectos

respecto de la fallida, los acreedores y los terceros que hubieren participado en el trámite de

su fijación (art. 115, 1º párrafo, LCQ). Por ende, constituye una presunción certera que la

donación instrumentada con fecha 25/03/2013 (según escritura pública nº 41; fs. 42/43) se

trata de un acto realizado en la época en que la fallida se encontraba en cesación de pagos

(fecha real), y por ende se encuentra alcanzado dicho acto por el poder de recomposición

patrimonial que el ordenamiento concursal y el civil habilitan más allá del periodo de

sospecha determinado judicialmente que solo incumbe al ejercicio del sistema de ineficacia

concursal propiamente dicho (arts. 118 y 119 LCQ). (ii) Los indicios sobre la simulación

absoluta e ilícita: Siguiendo los lineamientos legales y doctrinarios trazados con

anterioridad, se estima que la selección y concatenación de los hechos y actos jurídicos

efectuada por la parte actora en su demanda y según la prueba aportada conducen a la

convicción judicial necesaria que es requerida en estos casos, en base a la prueba

presuncional, para determinar la existencia de la simulación denunciada por la Sindicatura y

el carácter asignado a la misma (absoluta e ilegal). Ello, con su debido correlato documental

glosado en los expedientes sub examine. De otro lado, se advierte la insuficiencia de la

defensa y de la estrategia probatoria de la parte demandada para neutralizar la presunción de

insinceridad de la donación otorgada de la que han sido partes. Los accionados se han

limitado a negar en forma genérica los hechos que se le atribuyen, limitándose a señalar la

insuficiencia e inidoneidad de la prueba aportada por la Sindicatura bajo el amparo de la regla

procesal de la carga de la prueba en cabeza de quien alega los hechos (vide “Alega de bien
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probado” a fs. 238/240) y sin expresar una versión idónea y eficaz de los hechos para

defender la licitud del acto y sin incorporar elementos de prueba en apoyo. Volviendo sobre

las presunciones judiciales y su conexión con los elementos de la simulación, destaco lo

siguiente: (a) Respecto de la exigencia de la “declaración no conforme con la realidad”, el

acto ostensible (donación de derechos y acciones sobre el 50% del inmueble, instrumentada

en escritura pública) en relación a su ejecución material real, es ficto e insincero de manera

absoluta. Resulta indicio suficiente el hecho de la continuación en la posesión por parte de la

Sra. Matzkin del inmueble objeto de la donación del 50%, que se obtiene a partir de: (1) la

constitución de domicilio real en Martín García nº 442, departamento “G” de esta ciudad por

parte de la Sra. Matzkin al solicitar la apertura de su concurso preventivo (domicilio que

corresponde al inmueble objeto de la donación de los derechos y acciones al 50%); y (2) la

presencia de la Sra. Matzkin y de su hijo, el Sr. Bonapace, en el procedimiento de incautación

realizado el 03/04/2017 (según transcripción del acta obrante a f. 201 de los autos de la

quiebra), en el que se hizo constar que este último declara ser copropietario del inmueble

(junto a la Sra. Sandra Betina Matzkin), que vive en ese departamento y que es el dueño de

alguno de los bienes muebles inventariados. (b) Acuerdo simulatorio: Refuerza la postura

que antecede el hecho de que el Sr. Bonapace acepta de conformidad la donación a su favor

sobre todos los derechos de propiedad, posesión y dominio que sobre lo donado tuviera o

tuviese la Sra. Matzkin, transmitidos en forma gratuita y sin costo alguno (fs. 42/43). El

donatario conoce entonces los términos de la donación, pero la prueba rendida en autos

muestra que: (1) no asume inmediatamente la posesión del bien en la porción que le

correspondería (50 %) sino a partir del año 2015 cuando -según sus dichos- consigue un

trabajo remunerado (según pliego y acta de audiencia celebrada el 03/05/2018 en los términos

del art. 274, LCQ obrante a fs. 373/375 de los autos de la quiebra); y (2) convive desde

siempre con su madre, la Sra. Matzkin, en el inmueble objeto de los derechos donados, sin

que esta se hubiere reservado para sí el derecho real de usufructo. Lo expuesto es indicio
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suficiente acerca de la connivencia entre la Sra. Matzkin y el Sr. Bonapace sobre los términos

fictos en que fue otorgada la donación –en carácter de anticipo de herencia- en relación a lo

que acontece realmente. Respecto a la omisión de cancelación registral de la hipoteca diré

que no configura indicio que agrave la complicidad antes apuntada. Si bien la parte actora

hace mérito en la prueba de la extinción del contrato de mutuo por pago total en el año 2010

(según nota bancaria obrante a f. 328 de los autos de la quiebra y respuesta de oficio bancario

obrante a f. 149 de las presentes actuaciones) y de la subsistencia registral de la hipoteca

(según asiento en la matrícula nº 308389/41 de la asunción de la garantía por parte del Sr.

Bonapace fs. (b) 6)); fs. 40/41), aquella omisión puede deberse: (1) a la multiplicidad de

sujetos interesados en el trámite del levantamiento de la hipoteca, que no sólo compromete la

actuación del deudor (que en el caso son dos, las hermanas Matzkin) sino además de las dos

entidades bancarias garantizadas (Banco Hipotecario y Banco Nación); y (2) a razones de

práctica registral, donde es común y habitual que a los fines del tráfico comercial, se haga

constar en la escritura pública que el comprador (en este caso el donatario) “toma a su cargo

la hipoteca”, esto es, que los instrumentos (escritura pública y matrícula) reflejen la situación

real de la garantía mas no así del crédito garantizado (que pudo haber sido cancelado tal y

como ocurre en la especie). (c) Ocultación del verdadero carácter del acto con el

propósito de perjudicar a los terceros acreedores de la fallida: En el supuesto bajo

consideración debe entenderse por “verdadero carácter del acto” la continuación en el

ejercicio de los derechos derivados del dominio (por caso el mantenimiento de la posesión)

por parte de la Sra. Matzkin respecto de la porción sobre el inmueble matrícula nº 308389/41

Capital (11), y al móvil de la ocultación, una ilicitud, -que es la causa simulandi- pues si bien

es –como principio-, legal el mecanismo empleado para el otorgamiento del acto (escritura

pública de donación en carácter de anticipo de herencia), con su celebración se ha puesto al

descubierto la intención exclusiva de sustraer el único bien de importancia económica del

patrimonio de la hoy fallida para así disminuir la prenda común de sus acreedores por
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obligaciones contraídas por ella en forma casi contemporánea a la donación aquí cuestionada

e incumplidas a posteriori, que desencadenaron el concurso primero y la quiebra después. Las

enseñanzas que proporciona la teoría del acto jurídico simulado permiten observar la estrecha

conexión existente entre los conceptos de "causa simulandi", ilicitud de la simulación e

interés que autoriza a los terceros a ejercer la acción; de donde a su vez se desprende que la

individualización del perjuicio que determinó el interés del tercero en ejercitar la acción de

simulación, importó la captación de la "causa simulandi" que indujo a los contratantes a

pergeñar el engaño y hasta la calificación de la simulación como ilícita (Cfr.  Zannoni E.,

Ineficacia y nulidad de los actos jurídicos, Buenos Aires, Astrea, 1996, págs. 354/56 y 383).

El punto tiene íntima vinculación con los hechos reveladores del estado de insolvencia

patrimonial y su fecha inicial determinada judicialmente. Como se dijo, el acto de donación

de derechos cuestionado fue otorgado con posterioridad a la fecha fijada como de inicio del

estado de insolvencia (Sentencia nº 196 del 19/06/2017). En dicha oportunidad, el Tribunal

estimó la pertinencia de los hechos reveladores del estado de cesación de pagos de la Sra.

Matzkin y de la fecha dictaminada por la Sindicatura en su informe general (art. 39, LCQ) y

reformulación respectiva por quiebra indirecta (fs. 113/115 y fs. 229/230, respectivamente).

Entre los hechos indicados, el Funcionario destacó el incumplimiento de pago del canon

locativo que diera origen al crédito del Sr. López (único acreedor insinuado y declarado

admisible en la etapa verificatoria del concurso preventivo; vide Sentencia de Verificación de

Créditos nº 12 del 18/02/2016). Lo expuesto obliga a contextualizar el otorgamiento del acto

de donación aquí cuestionado. Al indagar los acontecimientos más próximos a este, cobran

relevancia por su incidencia negativa en términos patrimoniales para la parte demandada: (1)

el tipo, la fecha y la cantidad de juicios iniciados en contra de la Sra. Matzkin, como

demandada principal y codemandada, esto es, “Prepara Vía Ejecutiva por cobro de

Alquileres”, “Ejecutivos Particulares”, “Embargos Preventivos”, “Desalojo por Falta de

Pago”, “Abreviado – Cobro de Pesos”, en un periodo que comprende desde el año 2012 hasta
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el 2016, todos ellos consultados por este Tribunal en el Sistema de Administración de Causas

Multifuero (reputados como pasivos eventuales); y (2) la severa inestabilidad económica de la

Sra. Matzkin como consecuencia de sucesivos cambios en el ámbito laboral hasta el año

2014;  extremos invocados por la parte actora en su demanda, que a su vez encuentran su

debido correlato fáctico en la audiencia celebrada el 11/06/2019 en los términos del art. 102,

LCQ donde la fallida relató cómo fueron tales fluctuaciones laborales y económicas hasta el

año 2014, y donde reconoció el compromiso asumido con un tercero –cuyo nombre no

recuerda- de otorgar garantías locativas a cambio de un precio en dinero y sin conocer  -por

engaño-, las consecuencias legales de posibles incumplimientos por parte de los principales

obligados al pago (según pliego y acta de audiencia obrante a fs. 445/447 de los autos de la

quiebra). Hasta aquí la versión de los hechos que acreditan la contemporaneidad del estado de

cesación de pagos con el otorgamiento del acto de donación cuestionado. Seguidamente,

ahondaré en la conexidad entre el desprendimiento formal del único activo que la Sra.

Matzkin detentaba en la génesis de su estado de insolvencia y su voluntad de ocultarlo de la

agresión patrimonial de los acreedores por las obligaciones contraídas en calidad de garante.

Volviendo a lo manifestado por esta parte en audiencia pública (fs. 445/447), sobre el

particular afirmó no haberse encontrado en estado de cesación de pagos al ofrecerse como

garante, ni haber puesto en ningún momento el inmueble como garantía, sino solamente el

recibo de sueldo. Sin embargo, el testigo ofrecido por la parte actora, Sr. Ricardo López, en

audiencia celebrada el 27/09/2018 afirmó lo opuesto: de modo genérico, que sí tiene en

cuenta la solvencia económica del o los garantes y que sí verifica que estos sean propietarios

de un inmueble (vide pliego y acta de audiencia obrantes a fs. 190/191), y que, en el caso

particular del contrato de locación celebrado el 01/06/2012 entre el (en su calidad de locador)

y el Sr. Ledda (en su calidad de locatario) sí tuvo en cuenta el carácter de propietaria de la

Sra. Matzkin del inmueble sito en Martín García 442, 2º piso, dpto. “G”, Ed. “Plaza Rafael

Núñez”, Barrio San Martín, de esta ciudad. Su calidad de garante en tal relación locativa
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resulta de la Sentencia nº 56 del 27/02/2014 dictada en los autos “LOPEZ, RICARDO C/

LEDDA, EDUARDO JOSE Y OTROS - DESALOJO - FALTA DE PAGO – EXP. 2511567/36

(HOY EXPTE. Nº 5800486)”, de la Sentencia nº 41 del 04/03/2015 dictada en autos

“LOPEZ, RICARDO C/ LEDDA, EDUARDO JOSE Y OTROS – P.V.E. – ALQUILERES –

EXPTE. Nº 2515138/36 (HOY EXPTE. Nº 5804027)” y de la Sentencia de Verificación de

Créditos nº 12 del 18/02/2016 que declara al Sr. López, el único acreedor insinuado en la

etapa verificatoria, admisible en el pasivo concursal por un crédito causado en el contrato

antes mencionado. La controversia ha sido remarcada por la parte actora en sus alegatos. Ante

la negligencia probatoria de la parte demandada, el testimonio del Sr. López aporta elementos

que, enlazados a las circunstancias hasta aquí relatadas, dan cuenta de que el inmueble en

cuestión era prenda común de los acreedores de la Sra. Matzkin por contratos locativos

garantizados personalmente por ella. Y al mismo tiempo revelan que, frente a los

requerimientos de pago luego patentizados en sucesivas demandas judiciales, la Sra. Matzkin

se desprendió de su único bien de valor, a título gratuito, a favor de su único hijo como

“adelanto de herencia”. Con este comportamiento también se visibiliza la intención de

perjudicar a los terceros y acreedores a partir de la celebración del acto simulado. Octavo: En

una postura que el suscripto comparte con algunos autores “[D]urante ese periodo de

incubación del estado de cesación de pagos, el deudor es el primero que advierte sus

dificultades patrimoniales y rápidamente trata de sortearlas utilizando medios que de alguna

manera causan perjuicio a los acreedores, ya sea porque disminuye el patrimonial

detrayendo bienes del mismo o afectando la igualdad de los acreedores. Ello hace que no

quede otra solución que la aplicación retroactiva de los efectos patrimoniales de la quiebra”

(cfr. Rivera, Casadío Martínez, Di Tullio, Graziabile, Ribera, Derecho Concursal, t. III, p.

298, citado en Graziabile, Darío J., Instituciones de Derecho Concursal, 1ª Ed., CABA: La

Ley, 2018, t. V, p. 3). En la misma línea, otros autores denominan a esta etapa de artimañas y

astucias llevadas a cabo por el deudor como “espejismo de la recuperación” entendiendo que
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en virtud de ese espejismo se sacrifica el patrimonio real (Garaguso, Horacio P. y Garaguso,

Guillermo H. F., Ineficacia Concursal, 2ª Ed., Lexis Nexis, Buenos Aires, 2006, p. 73, citado

en Graziabile, Darío J., Instituciones de Derecho Concursal, 1ª Ed., CABA: LA LEY, 2018, t.

V, p. 3). Para concluir, cabe señalar que el íntegro relevamiento de la causa revela que la

donación fue simulada y la naturaleza de esa simulación es absoluta; la intención de la

donante no era transmitir el dominio por otro título, u ocultar algún otro negocio jurídico, sino

simplemente aparentar, que la porción dominial de ese inmueble ya no le pertenecía por

haberlo transferido a su hijo a título gratuito en calidad de anticipo de herencia. Además la

simulación ha sido ilícita, porque a través de ese acto se ha pretendido defraudar la ley, y más

concretamente burlar los derechos de los acreedores, provocando la disminución de la

garantía patrimonial con el fin de impedir la agresión de sus acreedores. Como presupuesto de

procedencia de esa ilicitud, ha quedado en evidencia la existencia del acuerdo simulatorio

entre madre e hijo, con sustento en la transmisión gratuita de los derechos y acciones al 50%

del inmueble de marras, acto otorgado en plena vigencia del estado de cesación de pagos de la

Sra. Marcia Eleonor Matzkin, destinado a burlar la ley y los derechos de terceros acreedores,

ante la amenaza de un proceso judicial promovido por el Sr. Ricardo López, -a la postre el

único acreedor verificado en el proceso-, ante la falta de pago de los cánones locativos,

recibiendo condena en ese juicio la Sra. Matzkin en calidad de garante del contrato de

locación, cuya ejecución de sentencia naturalmente perjudicaría el único bien registrable de la

hoy fallida. Precisamente esta es la causa simulandi que consiste en el designio del deudor de

sustraerse al pago de la acreencia y con ello perjudicar al acreedor. Noveno: En suma, se han

probado una serie de hechos que, tomados aisladamente, nada demuestran con certeza, pero

que apreciados en conjunto, vinculados y ligados unos con otros, hacen desaparecer toda duda

razonable de que la donación de los derechos y acciones sobre el 50% del inmueble inscripto

en la matrícula  308389/41 Capital (11) efectuada por la Sra. Marcia Eleonor Matzkin en

beneficio de su hijo Sr. Marcos Emilio Carlos Bonapace fue un acto simulado, destinado a
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disminuir la garantía patrimonial, evitando y/o dificultando el accionar de los acreedores de la

hoy fallida. En consecuencia, el desenlace para el caso de marras no puede ser otro que la

procedencia de la presente acción de simulación, declarando la nulidad de la donación en

cuestión instrumentada mediante escritura pública nº 41 labrada con fecha 25/03/2013, por el

Esc. Eduardo José Zakauskas, Adsc. del Reg. nº 598 de esta ciudad. Décimo: 

Inejecutabilidad del bien objeto de la presente demanda (Art. 35, Ley 22232): Con

relación al planteo subsidiario de inejecutabilidad del bien objeto de la demanda apoyado en

la protección establecida en el art. 35 de la Ley 22.232 (Carta Orgánica del Banco Hipotecario

Nacional) articulado por la Sra. Matzkin realizado en el punto 6 de su contestación de

demanda (fs. 61/62) –que el codemandado Sr. Bonapace ratificó y adhirió a f. 66-, entiendo

que tal postulación resulta improcedente puesto que versa sobre una pretensión extraña al

objeto del presente proceso, por ende ajena a la cuestión de fondo debatida en el juicio que se

circunscribe a dilucidar la pertinencia de la demanda de simulación articulada por la

Sindicatura actora que por medio del presente pronunciamiento se admite. Décimo Primero:

Costas: Con relación a las costas, y atento el resultado arribado, estas deben ser impuestas a

los demandados que han resultado vencidos en el pleito, según el principio objetivo de la

derrota receptado por el art. 130 del C.P.C.C. Respecto de los honorarios profesionales, serán

regulados de modo definitivo cuando exista base cierta para practicar su cálculo, sin perjuicio

de la regulación provisoria prevista en el art. 28 C.A.  en favor del Síndico Cr. Maximiliano

Dongui y de sus asesores letrados Dres. Juan Manuel Garay Guerra y María Gabriela

Caminos Garay, en la suma de pesos treinta mil quinientos treinta y tres ($30.533),

equivalentes a 20 jus, en conjunto, más I.V.A en caso de corresponder. No regular honorarios

a los Dres. Carlos Gastón Piazza y Matías Augusto Ruggieri (art. 26 C.A. a contrario sensu).

Por todo ello, y normas legales citadas, RESUELVO:1) Hacer lugar a la demanda de

simulación promovida por la Sindicatura de “MATZKIN MARCIA LEONOR – PEQUEÑO

CONCURSO PREVENTIVO - HOY QUIEBRA – EXPTE. Nº 6034139” en contra de la Sra.
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Marcia Eleonor Matzkin, DNI 20.274.296, y del Sr. Marcos Emilio Carlos Bonapace, DNI

35.109.390, y, en consecuencia, declarar la nulidad por simulación absoluta e ilícita de la

donación celebrada entre los demandados otorgada mediante escritura pública nº 41 labrada

con fecha 25/03/2013, por el Esc. Eduardo José Zakauskas, Adsc. del Reg. nº 598 de esta

ciudad, que tiene como objeto del contrato simulado la transmisión gratuita del 50 % de los

derechos y acciones sobre el inmueble ubicado en calle Martín García 442, 2º piso, dpto. “G”,

ed. “Plaza Rafael Núñez”, bº San Martín, de esta ciudad, inscripto en el Registro General de

la Provincia en la matrícula nº 308389/41 Capital (11). 2) Imponer costas a los demandados

que resultan vencidos (art. 130 CPCC), debiendo diferirse la regulación definitiva de

honorarios de los profesionales intervinientes para cuando exista base económica cierta para

ello. Regular provisoriamente los honorarios del Síndico Maximiliano Dongui y los de sus

asesores letrados Dres. Juan Manuel Garay Guerra y María Gabriela Caminos Garay, en la

suma de pesos treinta mil quinientos treinta y tres ($30.533), en conjunto, más I.V.A en caso

de corresponder. No regular honorarios a los Dres. Carlos Gastón Piazza y Matías Augusto

Ruggieri (art. 26 C.A. a contrario sensu). Protocolicese, hágase saber y dese copia.- 
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